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 SOS PRISÕES


Ex.mos. Senhores

Provedor de Justiça; Ministro da Justiça; Procurador-geral da República
C/c

Presidente da República; Presidente da Assembleia da República; Presidente da Comissão de Assuntos Constitucionais, Direitos, Liberdades e Garantias da A.R.;  Presidente da Comissão de Direitos Humanos da Ordem dos Advogados

Lisboa, 26-02-2010

N.Refª n.º 25/apd/10

Assunto: extradição de alegados etarras para Espanha
A justiça e o Estado portugueses decidiram – mal, segundo a nossa opinião – colaborar com o Estado espanhol ao admitirem a extradição de dois suspeitos de terrorismo capturados em território português. Esta é mais uma machadada no prestígio – infelizmente já tão anémico – do sistema judicial português e é um sinal negativo quando se discute a continuidade do trabalho do Tribunal Europeu dos Direitos do Homem. Este não foi um serviço prestado a imagem de uma Europa respeitadora dos Direitos Humanos, que é uma das mais-valias concorrências e políticas a nível global. 
Para os visados a perspectiva de tortura é claríssima. A ACED lamenta-o e manifesta, mais uma vez, o seu desagrado e condenação (cívica e política, evidentemente) da acção do Estado português neste caso. Anexa, para ilustração, o apelo de um guarda prisional espanhol dirigido ao partido do governo sobre o que conhece da degradação crescente da situação prisional em Espanha, infelizmente apoiada tacitamente pelo governo português.

A Direcção

AL GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA

ASUNTO: “Grupos de Control y Seguimiento de Información…” en II. Penitenciarias.

Luis Fernando Crespo Zorita, funcionario de II.PP., con nº de registro personal 895241535, DNI 8.952.415-X, con domicilio a efectos de notificaciones en c/ Luis Gómez “el Estudiante”, 33, en Alcalá de Henares. 28804 Madrid.

Dice que
Primero.- Por imperativo legal, los internos (preventivos o penados) mantienen una relación de especial sujeción con la Administración Penitenciaria, y según admite la jurisprudencia del Tribunal Constitucional sus derechos individuales al ser tutelados institucionalmente, pueden ser modulados en aras de la seguridad y la convivencia interior de los Centros de internamiento. Con todo la Ley Orgánica y el  Reglamento penitenciarios deberían ser herramientas suficientes para propiciar la reincorporación ordenada y efectiva de todos los internos, terroristas o no, a la vida cotidiana, después de cumplir su condena, por muy execrables que hayan sido los delitos cometidos. No puede admitirse un tratamiento distinto de la ejecución de la privación de libertad, se trata de una exigencia del principio de legalidad penal. La reserva de ley en materia penal se extiende a la forma en que se ha de verificar la detención, la prisión y la ejecución de la privación de libertad.

 Segundo.- Sin embargo hoy abundan las medidas excepcionales, se generan soluciones extraordinarias, a problemas supuestos, forzando la normativa legal hasta extremos que pervierten su mandato. Ahora mismo la Institución penitenciaria está regida por la más absoluta discrecionalidad; con dos Reglamentos vigentes (de 1981 y  de 1996) necesita para ordenarse de innumerables disposiciones administrativas de diverso rango, que inciden directamente sobre los ciudadanos privados de libertad, sin que estos las conozcan ni quepa impugnación alguna por su parte. Olvidando que la Institución Penitenciaria debe ser el garante de los derechos de los que no hayan sido privados, por la sentencia o por el auto de prisión, los internos ..
Recientemente el Tribunal Supremo (Sentencia 2555/09, de 17 de marzo) ha condenado alguno de los abusos a que ha dado lugar tan amplio margen de discrecionalidad administrativa, y el Comité contra  la Tortura de la ONU ha pedido, en mayo, a las autoridades españolas información respecto a otros dos asuntos  muy cuestionados.

Tercero.- A pesar de todo, también recientemente, en muchos Centros penitenciarios, mediante Orden de Dirección, se han designado a funcionarios de prisiones para conformar los denominados “Grupos de Control y Seguimiento de Información”, una especie de inteligencia parapolicial que, al margen del régimen y del tratamiento penitenciarios legalmente establecidos, ha de obtener de los internos, con métodos fuera de norma y sin la supervisión judicial que los legitime, “información relevante para la seguridad de la Institución y del Estado” (sic).
El objetivo es la obtención de información, no a través de la observación  penitenciaria establecida legalmente, y ni siquiera aplicando medios de control directo sobre el preso, como se venía haciendo hasta ahora (Instrucción 6/06 TGP,  de 22 de febrero, sobre Protocolo de Actuación en materia de seguridad), sino que se va mas allá, porque la información pretendida podrá obtenerse al margen de cualquier norma legal o administrativa  establecida previamente.

Cuarto.- Entiendo que tales pretensiones entorpecen el mandato constitucional que nos ordena a los penitenciarios procurar la reeducación y reinserción social de los condenados, obvian el ordenamiento legal que impide este tipo de intromisión en la privacidad de los internos, quitan todo resquicio a su libertad individual y reducen  absolutamente su autonomía personal. Son prácticas aberrantes para la condición humana de los presos y para la condición profesional de quienes las llevan a cabo.

Por todo ello creo que ese Grupo Parlamentario debería interesarse por las prácticas administrativas expuestas y proponer su paralización, hasta que se las dote de soporte legal suficiente; garantizando el control parlamentario  de las mismas y dotando al interno herramientas legales para evitar su indefensión ante la actuación de estos grupos, de “Control y Seguimiento…”, tan sui generis.

.

En Madrid a 28 de agosto de 2009.


Fdo. L.F. Crespo Zorita.

PD.: Adjunto el borrador sobre la organización jerárquica y el desempeño de tareas de los Grupos referidos, que debería dar lugar a la correspondiente Relación de Puestos de Trabajo, y su aprobación posterior por la Comisión Interministerial de Retribuciones. A pesar de que tales gestiones previas no se han realizado, los Grupos se han establecido, a través de una Orden  de Dirección en cada Centro Penitenciario,  al respecto adjunto la consulta formulada por la Junta de Personal de los Servicios Periféricos de la Administración del Estado en Valencia

 

 

